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esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales 
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977, 
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limitación 
alguna de los derechos que la normativa reguladora de la huelga 
reconoce al personal en dicha situación, ni tampoco respecto de 
la tramitación y efectos de las peticiones que la motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo 
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de An-
dalucía.

Sevilla, 1 de febrero de 2012

MANUEL RECIO MENÉNDEZ
Consejero de Empleo

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo. 
Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Empleo de 
Cádiz.

A N E X O

SERVICIOS MÍNIMOS

1. Recogida de residuos sólidos urbanos:
 - 3 camiones con su dotación habitual. 
 - 1 Mecánico.
 - 1 Inspector.
2. Limpieza viaria:
Se garantizará la recogida de basura de los Centros de 

Salud, Hospitales, Mercados y Colegios, así como las tareas 
concretas, relacionadas con este servicio, que se fijen por la 
dirección de la empresa adjudicataria, a requerimiento del
Excmo. Ayuntamiento de Arcos de la Frontera. 

 ORDEN de 1 de febrero de 2012, por la que se ga-
rantiza el funcionamiento del servicio público que pres-
tan los trabajadores de la empresa Esabe Limpiezas 
Integrales, S.L., concesionaria del servicio de limpieza 
de determinados Institutos de Enseñanza y otros edifi-
cios administrativos en la provincia de Jaén, mediante 
el establecimiento de servicios mínimos.

Por el Secretario General del Sindicato Provincial de Acti-
vidades Diversas de CC.OO. en Jaén, en nombre y representa-
ción de los trabajadores de Esabe Limpiezas Integrales, S.L., 
que realiza servicios de limpieza en determinados Institutos 
de Enseñanza y otros edificios administrativos en la provincia 
de Jaén, ha sido convocada huelga a partir de las cero horas 
del 6 de febrero de 2012, con carácter indefinido, que afecta a 
todos los trabajadores de esa empresa. 

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a los 
trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus intere-
ses, también contempla la regulación legal del establecimiento 
de garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los 
servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10 del Real 
Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de Trabajo, 
faculta a la Administración para, en los supuestos de huelgas 
de empresas encargadas de servicios públicos o de reconocida 
e inaplazable necesidad, acordar las medidas necesarias a fin 
de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y 
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esencia-
les de la comunidad, la cual ha sido resumida por la Sentencia 
de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración 
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de 
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una 
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquellos, 
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan 
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por la 
huelga solamente en términos razonables». 

Los trabajadores de la empresa realizan servicios de lim-
pieza en centros docentes y otros edificios públicos, dentro 
de los cuáles se prestan servicios que tienen la naturaleza de 
esencial para la comunidad, por lo que el ejercicio del derecho 
de huelga podría afectar al mantenimiento de la higiene en 
aseos, cocinas y comedores de tales centros, por ello la Ad-
ministración se ve compelida a garantizar dicho servicio esen-
cial mediante la fijación de servicios mínimos, por cuanto que 
la falta de salubridad en los citados edificios administrativos, 
colisiona frontalmente con los derechos a la educación y a la 
protección de la salud proclamados en los artículos 27 y 43 de 
la Constitución, respectivamente. 

Convocadas las partes afectadas, comité de huelga y em-
presa, por el presente conflicto a fin de hallar solución al mismo 
y, en su caso, consensuar los servicios mínimos necesarios, 
asisten ambas sin que se alcance un acuerdo, por lo que con-
forme con lo que disponen los preceptos legales aplicables, 
artículo 28.2 de la Constitución; artículo 63.1.5.º de la Ley Or-
gánica 2/2007, de reforma del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía; artículo 10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de 
marzo, de Relaciones de Trabajo; Real Decreto 4043/1982, de 
29 de diciembre, sobre traspaso de funciones y servicios de la 
Administración del Estado a la Junta de Andalucía en materia 
de trabajo; Decreto del Presidente 14/2010, de 22 de marzo, 
sobre reestructuración de Consejerías; Decreto 136/2010, de 
13 de abril, por el que se aprueba la estructura orgánica de la 
Consejería de Empleo y del Servicio Andaluz de Empleo; y la 
doctrina del Tribunal Constitucional relacionada,

D I S P O N G O

Artículo 1. Establecer los servicios mínimos, que figuran en 
el Anexo de esta Orden, para regular la situación de huelga que 
afecta a los trabajadores de la empresa Esabe Limpiezas Integra-
les, S.L., que es concesionaria del servicio de limpieza en deter-
minados Institutos de Enseñanza y otros edificios administrativos 
en la provincia de Jaén, la cual se llevará a efecto a partir de las 
cero horas del 6 de febrero de 2012, con carácter indefinido.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte 
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios 
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales 
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977, 
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limitación 
alguna de los derechos que la normativa reguladora de la huelga 
reconoce al personal en dicha situación, ni tampoco respecto de 
la tramitación y efectos de las peticiones que la motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo día 
de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 1 de febrero de 2012

MANUEL RECIO MENÉNDEZ
Consejero de Empleo

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo.
Ilma. Sra. Delegada Provincial de la Consejería de Empleo de 
Jaén.
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A N E X O

SERVICIOS MÍNIMOS

1. Centros docentes:
50% del servicio de limpieza en los comedores, lavabos y wc.
15% del servicio de limpieza en el resto de las dependen-

cias, a criterio de la Dirección.
2. Edificios administrativos:
15% del servicio de limpieza. 

 RESOLUCIÓN de 25 de enero de 2012, de la Direc-
ción General de Trabajo, por la que se ordena la inscrip-
ción, depósito y publicación del I Convenio Colectivo de 
la Empresa Olpor Estudios y Proyectos, S.L.

Visto el texto del I Convenio Colectivo de la Empresa 
Olpor Estudios y Proyectos, S.L. (Cód. 71100052012012) re-
cibido en esta Dirección General de Trabajo en fecha 11 de 
enero de 2012, suscrito por la representación de la empresa 
y la de los trabajadores con fecha 29 de diciembre de 2011 
y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 90.2 y 3 del 
Texto Refundido del Estatuto de los Trabajadores, Real Decreto 
713/2010, de 28 de mayo, sobre Registro y Depósito de Con-
venios Colectivos de Trabajo, Real Decreto 4.043/1982, de 29 
de diciembre, sobre traspaso de competencias y Decreto del 
Presidente 14/2010, de 22 de marzo, sobre reestructuración 
de Consejerías en relación con el Decreto 136/2010, de 13 
de abril, por el que se establece la estructura orgánica de la 
Consejería de Empleo y del Servicio Andaluz de Empleo, esta 
Dirección General de Trabajo

R E S U E L V E

Primero. Ordenar el registro, depósito y publicación del 
Convenio Colectivo conforme al artículo 8 del Real Decreto 
713/2010, de 28 de mayo, en el Registro de Convenios Colec-
tivos de Trabajo de ámbito interprovincial con notificación a la 
Comisión Negociadora.

Segundo. Disponer la publicación de dicho Convenio en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 25 de enero de 2012.- El Director General, Daniel 
Alberto Rivera Gómez.

CONVENIO COLECTIVO DEL OLPOR ESTUDIOS Y PROYECTOS, S.L.

P R E Á M B U L O

Son firmantes del presente Convenio la Dirección de la 
empresa «Olpor Estudios y Proyectos, Sociedad Limitada» y la 
representación de los trabajadores de la misma.

Ambas partes se reconocen mutuamente legitimación y 
capacidad suficiente para negociar y suscribir el presente Con-
venio.

CAPÍTULO I

Cláusulas de configuración

Artículo 1. Ámbito personal y funcional.
El presente Convenio Colectivo será de aplicación a la to-

talidad del personal perteneciente a la plantilla de «Olpor Estu-
dios y Proyectos, Sociedad Limitada» que preste sus servicios 
en la empresa mediante contrato laboral, cualesquiera que 
fuesen sus cometidos. 

Se excluye del ámbito personal de este Convenio a los 
trabajadores comprendidos en los artículos 1.3, apartado c), 
y 2.1, apartado a), del Real Decreto-Legislativo 1/1995, de 24 
de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores, así como a los abogados re-
gulados en el Real Decreto 1331/2006, de 17 de noviembre.

Artículo 2. Ámbito territorial. 
El ámbito del presente Convenio incluye y afecta a los 

centros de trabajo que la empresa tiene constituidos en Má-
laga y Sevilla y que puedan constituirse en el futuro, durante el 
tiempo de su vigencia, en toda España. 

Artículo 3. Ámbito temporal (vigencia, duración y denuncia).
1. El presente convenio colectivo entrará en vigor el día 1 

de enero de 2012, con independencia de la fecha de su publi-
cación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y finalizará 
su vigencia el día 31 de diciembre de 2015.

2. El fin de la vigencia del convenio requiere de la denun-
cia del mismo por las partes. Dicha denuncia habrá de ser 
hecha por escrito y comunicada fehacientemente con una an-
telación de tres meses a la fecha de su terminación o a la de 
cualquiera de sus prórrogas.

3. Denunciado el convenio colectivo, y hasta que no entre 
en vigor el nuevo convenio, perderán vigencia sus cláusulas 
obligacionales, manteniéndose en vigor la totalidad de su con-
tenido normativo.

4. El convenio se prorrogará tácitamente de año en año y 
en todas sus cláusulas si no es denunciado por cualquiera de 
las partes.

Artículo 4. Derecho supletorio.
1. En todas aquellas materias no reguladas en el presente 

Convenio se estará a lo dispuesto en el texto refundido de la 
Ley del Estatuto de los Trabajadores, y a lo previsto en las dis-
posiciones de carácter general que sean de aplicación.

2. Los pactos contenidos en el presente Convenio, sobre 
las materias en él reguladas, serán de preferente aplicación 
sobre cualesquiera otras disposiciones legales de carácter ge-
neral que vinieran rigiendo en la materia.

3. En el texto del presente Convenio se ha utilizado el 
masculino como genérico para englobar a los trabajadores y 
trabajadoras, sin que esto suponga ignorancia de las diferen-
cias de género existentes. 

CAPÍTULO II

Cláusulas de administración y aplicación del convenio

Artículo 5. Comisión Mixta Paritaria.
La Comisión Paritaria que se instituye en el presente Con-

venio tendrá como misión la interpretación de las cláusulas y 
condiciones del mismo.

En consecuencia, las partes firmantes del Convenio se 
comprometen a que las situaciones litigiosas que afecten a 
los trabajadores incluidos en su ámbito de aplicación, previa-
mente al planteamiento de conflicto colectivo, y de acuerdo 
con lo previsto en el artículo 82.2.º del Estatuto de los Traba-
jadores, y el artículo 63 de la Ley reguladora de la Jurisdicción 
Social, serán sometidas a la Comisión Paritaria, que emitirá 
dictamen sobre la discrepancia planteada, de conformidad 
con lo previsto en el artículo 156 de la Ley reguladora de la 
Jurisdicción Social, en el plazo máximo de quince días hábiles 
desde la presentación de la solicitud del dictamen. Transcu-
rrido este plazo se entenderá por cumplido y sin avenencia el 
sometimiento de la cuestión a la Comisión Paritaria. El incum-
plimiento del presente requisito dará lugar a la retroacción del 
procedimiento judicial para la subsanación del defecto.

La Comisión Paritaria estará formada por dos miembros, 
uno por la parte empresarial y uno por la parte social. Una vez 


